Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 12 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes: ) 


“Seguro Nacional de Salud. Incorporación progresiva de nuevos colectivos. Proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes. Carpeta N.* 908/2012. Distribuido N.? 1454/2012. 


El doctor Ricardo Olivera García remite propuesta de modificación de los artículos 1.*, 5. y 
17 del proyecto de ley referente a participaciones patrimoniales al portador, así como un anteproyecto, 
con exposición de motivos, de conversión de las participaciones patrimoniales al portador en 
nominativas o escriturales. 


La Comisión Financiera del Congreso de la República de El Salvador, en visita oficial a 
nuestro país, solicita sostener una reunión de trabajo el próximo martes 26 de junio desde las 14:00 a 
las 16:00 horas, a fin de conocer la experiencia uruguaya en materia de usura.” 


La Mesa adelanta que la iniciativa sobre Seguro Nacional de Salud será tratada, en una 
primera instancia, a renglón seguido del proyecto de Participaciones Patrimoniales al Portador. 


La propuesta que figura como segundo punto de los asuntos entrados ya ha sido distribuida 
entre los señores Senadores y va a formar parte de la discusión. 


Con respecto al tercer punto, hemos encomendado a la señora Secretaria que se contacte, 
vía e-mail, con los Legisladores de la República de El Salvador, para conocer sus propósitos y saber 
qué necesitan, habida cuenta de que probablemente el próximo martes haya sesión. 


La Comisión de Hacienda tiene el agrado de recibir a la Cámara Nacional de Comercio y 
Servicios, y desde ya da la bienvenida a su Presidente, el señor Marcelo Lombardi; al Gerente Jurídico, 
doctor Juan Mailhos; al Gerente Secretario, doctor Claudio Piacenza y a la Asesora Económica, 
economista Ana Laura Fernández. 


SEÑOR LOMBARDI.- Agradecemos a la Comisión de Hacienda la oportunidad que nos brinda de 
poder hacer nuestras apreciaciones sobre el proyecto de ley. 


Desde aquella primera iniciativa, presentada en los últimos días de diciembre del año 
pasado, hasta el proyecto que hoy se está manejando, creemos que ha habido una mejoría, pues se 
han contemplado algunos aspectos que son relevantes para los intereses de nuestro país. Sin 
embargo, en la mañana de hoy queremos referirnos a algunos artículos a los que pensamos que es 
posible realizarles alguna mejora adicional. 


Queremos resaltar la importancia que tienen, tanto la mejora de la redacción realizada en el 
Plenario de la Cámara de Representantes, como las nuevas sugerencias planteadas por el Ministerio 
de Economía y Finanzas respecto al artículo 2.* del proyecto de ley, disposición que entendemos es 
clave y central. Nos parece oportuno señalar lo positivo. 


El primer proyecto presentado refería a la solución alternativa encontrada para las funciones 
de verificación y control realizadas originalmente por la Dirección General Impositiva; actualmente esto 


es compartido entre el Banco Central del Uruguay y la Auditoría Interna de la Nación, y si bien creemos 
que puede no ser lo óptimo, sin duda mejora la situación original. 


En nuestra presentación nos vamos a referir, básicamente, a los artículos 3.9, 4.%, 59%, 8%, 17 y 
21 del proyecto de ley. 


Luego de esta breve introducción, con la autorización del señor Presidente le voy a pedir al 
doctor Mailhos que haga referencia a nuestras sugerencias. 


SEÑOR MAILHOS.- En realidad, queremos hacer algunas consideraciones sobre una iniciativa que, si 
bien ha tenido unas cuantas modificaciones, sigue siendo perfectible, como toda obra humana. En ese 
sentido, deseamos hacer algunos aportes que pueden mejorar la norma. 


La primera preocupación que nos viene a la mente refiere a los artículos 3.%, 4.%,11 y 13, que 
establecen cuáles serán las dependencias que van a tener competencia en materia de control una vez 
aprobada la ley. Se crea un registro a cargo del Banco Central del Uruguay, que tiene como finalidad la 
custodia y administración, y también se da autoridad a la Auditoría Interna de la Nación en una función 
fiscalizadora. Por nuestra parte, no vemos razones valederas para que exista esta dicotomía de 
organismos. Nos parece que sería mucho mejor y más especializado en la materia, que la competencia 
esté unificada en la Auditoría Interna de la Nación, que actualmente tiene competencia respecto a 
determinadas sociedades anónimas. Por lo tanto, no entendemos cuál es el sentido de establecer la 
competencia del Banco Central del Uruguay en esta área. 


Esta es, pues, la primera consideración que nos merece el proyecto de ley. Entendemos que 
la diferenciación de organismos va a originar problemas de coordinación y pensamos que la Auditoría 
Interna de la Nación puede tener esa competencia centralizada. 


El literal D) del artículo 4.” establece, como cometido de la Auditoría Interna de la Nación: 
“Recibir las denuncias que se realicen con relación al incumplimiento de las obligaciones recibidas”, y 
el Ministerio de Economía y Finanzas pretende agregar luego la siguiente frase: “La Dirección General 
Impositiva, la Dirección Nacional de Aduanas y el Banco de Previsión Social, deberán comunicar los 
incumplimientos detectados en el ejercicio de sus funciones”. 


Nos preocupa el hecho de que en esta misma Comisión el Ministerio de Economía y 
Finanzas, refiriéndose a esta disposición que se incluiría en el texto legal, haya señalado que con esto 
se habilita el levantamiento de la obligación de reserva de estos organismos. Nuestra preocupación es 
que aquí se estaría flexibilizando la obligación de guardar secreto —contemplada en el artículo 5.”- y 
debilitando el derecho de intimidad de las personas, como ocurre en otras disposiciones del proyecto 
de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no entendí mal, hay una propuesta de hacer un agregado al literal D) del 
artículo 4.*, que estaría vinculada con el secreto. 


SEÑOR MAILHOS.- Así es, señor Presidente, pues tenemos entendido que hay una propuesta del 
Ministerio de Economía y Finanzas en el sentido de agregar que la Dirección General Impositiva, la 
Dirección Nacional de Aduanas y el Banco de Previsión Social deberán comunicar los incumplimientos 
detectados en el ejercicio de sus funciones. De prosperar esta propuesta, se estaría habilitando el 
levantamiento de la obligación de reserva de estos organismos. 


SEÑOR ABREU.- El doctor Mailhos se está refiriendo al inciso D) del artículo 4.*, que es de carácter 
general, y dice: “Recibir las denuncias que se realicen con relación al incumplimiento de las 
obligaciones referidas”. Ahora bien, para esta disposición, los asesores del Ministerio de Economía y 
Finanzas han propuesto un agregado que se referiría específicamente a la DGI, a la Dirección Nacional 
de Aduanas y al Banco de Previsión Social. Me gustaría saber si aquí habría un cruce de información, 
fundamentalmente en lo referido a los incumplimientos, para permitir el levantamiento del secreto. 


SEÑOR MAILHOS.- Así es, señor Senador. Precisamente, ese es el motivo de nuestra preocupación, 
sobre todo en base a lo que han propuesto los propios asesores del Ministerio de Economía y 


Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa informa a los señores Senadores que en el comparativo figuran las 
últimas modificaciones introducidas por el Poder Ejecutivo, incluyendo la que acaba de mencionar el 
doctor Mailhos. 


De todas maneras, siguiendo la línea del señor Senador Abreu, interpreto que al denunciarse 
el incumplimiento, se estaría haciendo público el secreto. 


SEÑOR MAILHOS..- Exactamente, señor Presidente; solo restaría definir en qué ámbito se debe hacer 
la denuncia y bajo qué condiciones. A nuestro juicio, el hecho de no tener una garantía debilita el 
derecho de intimidad de las personas en términos generales. 


Con relación al artículo 5.%, nos preocupa lo establecido en el literal C), así como el hecho de 
que no se incluya el deber de la Dirección General Impositiva de fundamentar las solicitudes ya que, en 
el marco del uso de sus facultades, podría utilizar información para realizar expediciones de pesca a 
contribuyentes. Entendemos que aquí no se trata solamente de formalizar una investigación — 
simplemente puede ser un requisito formal—, sino de fundar la investigación o el trámite administrativo. 
Insisto pues, una vez más, en que nos preocupa que se debilite el derecho de intimidad de los 
administrados sin darles la posibilidad de ejercer sus derechos y garantías en tiempo y forma. Bastaría 
con que la Dirección General Impositiva iniciara una investigación, para que esto diera lugar a todo un 
levantamiento información, sin justa garantía. 


SEÑOR ABREU.- Perdón, pero, ¿acaso el doctor Mailhos se está refiriendo al inciso C) del artículo 5.*, 
que dice: “Por resolución fundada de la Justicia Penal o de la Justicia competente si estuviera en juego 
una obligación alimentaria”? 


SEÑOR MAILHOS.- Tiene razón el señor Senador; me debí referir al literal A), que dice: “La 
Dirección General Impositiva, siempre que tal información se solicite una vez que se haya iniciado 
formalmente una actuación inspectiva vinculada a sujetos pasivos determinados...”. Quiere decir que el 
único requisito que existe es el de iniciar formalmente la investigación y ese es un acto unilateral de la 
Dirección General Impositiva que no guarda su correlato con la garantía que debe tener el 
administrado de que esa investigación tenga una causa y una resolución fundada. Consideramos que 
también en este caso la Dirección General Impositiva debería fundar esa investigación y, de esa 
manera, quedar sujeta a responsabilidad por el no cumplimiento de sus deberes de acuerdo a la ley. 


También nos preocupa, en términos generales, el sistema de sanciones. Observamos que, 
fundamentalmente en los artículos 8. y 10, se establece un sistema de sanciones para el 
incumplimiento de estos requisitos formales, que es mucho más gravoso que el que existe para las 
acciones nominativas. Este punto ya fue analizado por el profesor Olivera quien brindó su opinión 
ante esta Comisión y parecería que estas acciones pasan a ser más nominativas que las del régimen 
común de las propias nominativas. 


Por otra parte, nos despierta cierta inquietud el literal B) del artículo 17 que dice: “No existan 
sanciones pendientes de pago por aplicación del artículo 8% de la presente ley”. Esta es una prueba 
negativa que siempre resulta dificultosa al interesado. 


SEÑOR MICHELINI.- Respecto de lo que expresa el doctor Mailhos, quiero aclarar que cuando 
repasamos el proyecto de ley con algunos integrantes del Ministerio de Economía y Finanzas, se 
planteó la idea de modificar este literal para que, en lugar de decir: “No existan”, se señale: “Que se 
declare que no existen”. Lo que estoy diciendo parece un detalle menor —son ese tipo de correcciones 
que quizás se realizan a último momento—, pero no lo es porque es bastante complicado probar que 
no existan sanciones e, incluso, podría haber una declaración jurada donde no figuren porque el 
ciudadano no sabía que las tenía. Otra cosa es que el ciudadano pague las sanciones, si tiene 
conciencia que las hay; de lo contrario, puede declarar que no las tiene para que el trámite se haga 
rápido, y si en su transcurso surgen, las paga. Creo que esto que parece un detalle mejoraría la 
redacción de este literal B). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una aclaración que probablemente ya conozca el doctor 
Mailhos. En realidad, en este literal B) en lugar de hacerse referencia al artículo 8. se tiene que 
mencionar el artículo 9.%, que habla de las sanciones a las entidades y sus representantes. Este error 
vino de la Cámara de Representantes y lo vamos a corregir en este ámbito. 


SEÑOR MAILHOS..- Entonces, por lo expresado por el señor Presidente me voy a referir a temas y no 
a artículos. 


Tenemos otra preocupación relativa al derecho de receso, sobre el cual somos partidarios de 
la solución sugerida en esta Comisión por el doctor Olivera. El proyecto de ley establece la 
posibilidad del derecho de receso para las minorías, con una exigencia de 75% de votos. Nosotros 
entendemos que, siendo esta una obligación introducida en la ley, se impone a la sociedad y no 
tendría que dar lugar al derecho de receso. Me parece que todavía hay un margen para que la 
iniciativa se mejore eliminando esta posibilidad. 


SEÑOR MICHELINI.- Si no entendí mal, el doctor Olivera planteaba, incluso, que el derecho de receso 
se hiciera por mayoría simple de accionistas, y esto prácticamente significaría modificar por completo la 
otra ley. Quizás, establecer ese 75% es mucho pero, a su vez, al decir mayoría simple de accionistas, 
podría suceder que una asamblea que ni siquiera tenga el 50% de sus integrantes, resuelva con el 
30%, lo que es un tema complicado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El doctor Olivera planteaba lo que dicen ustedes, es decir, eliminar lisa y 
llanamente el derecho a receso y no establecer porcentajes; eso surge del texto de las modificaciones 
que propuso. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿El señor Presidente se refiere a que no haya derecho a receso? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señor Senador, lo mismo que propone la Cámara Nacional de Comercio y 
Servicios. 


SEÑOR MAILHOS.- Nosotros entendemos lo siguiente. Como esta es una disposición basada en el 
cumplimiento de una obligación legal, interviene en la vida de la sociedad. Por lo tanto, somos 
partícipes de la opinión del doctor Olivera en cuanto a que esto puede dejar a la sociedad rehén del 
ejercicio del derecho de receso por una minoría, lo que en una sociedad implica dinero, es decir, poder 
pagar la participación del que quiere irse de la sociedad. En ese sentido, no parecería adecuado que 
en el cumplimiento de una obligación que establece la ley sobre sociedades que están vigentes, se 
establezca este derecho que puede generar dificultades en la interna de la sociedad; en los hechos, 
siempre ha sucedido eso cuando ese derecho es ejercido por la minoría. No nos parece que esta sea 
una hipótesis que, debido al cumplimiento de una obligación legal, tenga que dar lugar al derecho a 
receso. En definitiva, la opinión nuestra —que creo coincide con la del doctor Olivera— es eliminar el 
derecho a receso. Por lo demás, coincidimos en que hablar de un 75% es una votación alta. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera entablar un diálogo sobre estos aspectos. 


El problema es que no existe la obligación de pasarse a nominativa. El que quiera hacerlo, 
tiene un camino fácil de acuerdo a lo que establece el artículo 17. Luego se da la posibilidad de que si 
alguien quiere plantear a las minorías el derecho de receso, se evite por parte de una mayoría 
importante. Si bien he leído el aporte del doctor Olivera, recuerdo que cuando compareció a esta 
Comisión planteó que podían ser otras mayorías, pero siempre en el entendido que tenían que ser 
mayorías. Creo que incluso habló —o lo mencionó en algún momento, en forma personal- de mayoría 
simple. Acá se podría estar dando la situación de que alguien aproveche a pasarse a nominativa, 
porque lo tenía pensado, no dando ningún derecho a las minorías. El proyecto de ley no obliga a 
pasarse a nominativa por cuanto estoy más a favor de encontrar un equilibrio, pero que, lisa y 
llanamente, no haya derecho de receso es como pasar del 75% al lado opuesto y sin escala. 


SEÑOR MAILHOS.- Sin ánimo de polemizar, entiendo que lo que se dispone en la hipótesis prevista 
está en el marco de una reforma del estatuto. Es verdad que el proyecto de ley no obliga al pasaje a 
acciones nominativas, pero también es evidente que lo fomenta, lo beneficia o, de alguna forma, lo 
incentiva de manera clara. Entonces, nos parece que incluir eso en la vida de una sociedad puede dar 
lugar a un problema —digamos— más gravoso para la misma. 


SEÑOR ABREU.- Si bien por lo general quienes legislamos entendemos sobre estos temas, preferiría 
que se nos diera un ejemplo concreto de cuál podría ser un perjuicio para una minoría o para una 
mayoría en función de lo planteado. Me gustaría saber a quién se desprotege, a quién se puede 
beneficiar, quién es el que pierde determinados derechos, cómo es la vida de una sociedad comercial 
respecto a la relación entre mayorías y minorías, y qué es lo que puede ser modificado por este tema. 
Mi pregunta se debe a lo significativa que resulta la posición de decir que no debe existir el derecho de 
receso ante el hecho de que sí exista y que aún se modifique a través de un porcentaje. 
Concretamente, quisiera saber cómo ve la Cámara Nacional de Comercio y Servicios la posición del 
doctor Olivera y, sobre esa coincidencia, cuál es el interés que verdaderamente pueda prevalecer o 
considerarse más importante en esta legislación. 


SEÑOR MAILHOS.- Si bien, en parte, la Ley N* 16.060 establece las garantías que tienen las minorías 
en las sociedades, también fija las causales que dan derecho de receso a esas minorías y la 
posibilidad de salirse de la sociedad. Eso está previsto y creemos que es garantía suficiente para esas 
minorías. 


Ahora bien, en realidad, esta ley, que es posterior en el tiempo, establece una posibilidad 
incentivada de determinado cambio del tema accionario. El hecho de que sean acciones nominativas o 
al portador no nos parece que sea una de esas causales que defienda algún derecho de la minoría. Sin 
embargo, otorgarles el derecho de receso puede generar un tema financiero y económico importante 
en el seno de la sociedad que dé excusa, inclusive, a la pretendida minoría para poder ejercerlo y eso 
generarle una dificultad económica o financiera a la empresa. Entonces, la pregunta es la siguiente: 
¿es esta una causal que tiene que estar adicionada a la establecida por la Ley N* 16.060 para dar 
garantías a las minorías? Ahí está la opción estratégica. El hecho de que se cambie la naturaleza de 
las acciones —es lo que esta ley incentiva— no nos parece que sea, en sí mismo, una causal que esté 
en defensa de la minoría. Esta exclusiva situación no nos parece argumento suficiente como para 
otorgar un derecho de receso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás corresponda distinguir entre el hecho de que no se otorgue el derecho 
de receso cuando se cumpla con las obligaciones que establece la ley, y los demás casos en que sí 
sea pertinente. En el caso de que la ley los obligue a determinadas transformaciones, se puede 
determinar que no haya derecho de receso, pero si se hacen algunas otras que van más allá de la 
obligación, estaríamos en una situación diferente. 


SEÑOR MAILHOS.- En ese aspecto estamos de acuerdo. 


SEÑOR ABREU.- La Ley N* 16.060 de Sociedades Comerciales contiene un aporte importante que es 
la protección de las minorías en muchos aspectos. Es una de las leyes de la relación comercial que 
hoy tienen mayor fuerza. Actualmente, cuando llegan al Uruguay los grandes inversionistas que tienen 
socios minoristas, estos bailan al ritmo de la mayoría; si tienen capital aguantan, de lo contrario, le 
aumentan el capital y quedan por el camino. Este es un tema común, más los derechos que le pueda 
otorgar la Ley de Sociedades Comerciales. 


Mi preocupación radica en que si bien este tema consiste en un incentivo y no en una 
obligación, no se transforme en un instrumento más para dejar por el camino los intereses de algunas 
minorías. A veces ocurre que inversores uruguayos asumen el riesgo de acompañar a inversores 
extranjeros a quienes poco les importa la nacionalidad, la patria o las utilidades. 


Comprendo lo expresado por el doctor Mailhos. A veces se puede utilizar esta clase de 
recursos para desestabilizar el funcionamiento de una empresa. Me gustaría que quedara algún 
instrumento que no fuera obligatorio, pero por lo menos de resguardo para las minorías cuando estas 
se sientan perjudicadas ante la opción de las mayorías por una determinada solución de acciones 
nominativas, y puedan manejarse, de alguna manera, con un cierto criterio de defensa. Sin dudas, 


ustedes conocen este tema mejor que cualquiera de nosotros, pero quería dejar sentada esta 
preocupación no como un planteo jurídico sino, quizás, como una terapia de grupo. 


SEÑOR MAILHOS..- Estamos analizando la posibilidad de que las acciones al portador se transformen 
en nominativas y en qué hipótesis esto le puede generar una dificultad a la minoría. En definitiva, lo 
único que se está haciendo es identificar y cumplir con una obligación de registro. 


Por mi parte, me inclino por el camino del medio que planteaba el señor Presidente: si la 
reforma estatutaria solo es a los efectos de lo dispuesto por la ley, no hay derecho de receso posible 
porque, en definitiva, lo único que se está haciendo es optar por una identificación. Sin embargo, si de 
esa reforma de estatutos surgiera una reforma adicional que pudiera afectar los derechos de esa 
minoría en otro sentido, indudablemente, ahí debería ser alcanzado por la Ley N* 16.060 o, de lo 
contrario, este mismo proyecto de ley podría establecer que se dé el derecho de receso, si tiene otro 
contenido. Esta es nuestra opinión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La opinión es bienvenida. 


Le habíamos planteado el tema al profesor Olivera en la misma línea que expresa el señor 
Senador Abreu. Un accionista pudo haber ingresado a la sociedad porque esta tenía carácter de 
sociedad anónima al portador, entonces, cuando se transforma la sociedad, tiene el derecho de salir 
porque ya no le sirve por la razón que sea. Es por eso que proponíamos la distinción. Como dice el 
señor Senador Michelini, la ley no obliga a transformarse en sociedades nominativas, entonces, en 
cumplimiento de las obligaciones que establece la ley, cuando la sociedad se transforma, no hay 
derecho de receso, pero en cualquier otro caso, se mantienen las causales de derecho de receso que 
existen en las leyes preexistentes. Entiendo que esa precisión habría que establecerla en el artículo 
correspondiente. 


SEÑOR MICHELINI.- El problema es cómo se identifica esto. A propósito de la ley una empresa podría 
decir que tiene que cumplir con determinadas obligaciones y, entonces, prefiere el artículo 17 y pasarse 
a nominativa, lo que sería un camino rápido y fácil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero no es obligatorio. 


SEÑOR MICHELINI.- De acuerdo, pero puede pasarse. También podría ocurrir que la empresa 
siempre haya querido pasarse a nominativa, pero le iban a plantear el derecho de receso, sin embargo, 
ahora tiene la oportunidad de hacerlo. ¿Cómo se identifica una situación de la otra? No lo sé. Si acá 
votáramos un proyecto de ley pasando todas las sociedades a nominativas, notoriamente la obligación 
sería para mayorías y minorías y no debería haber derecho de receso. Estoy de acuerdo con que lo 
estamos incentivando, porque establecemos que es al portador con una serie de obligaciones más 
complejas —algunos dicen que son más nominativas que al portador— y, por el artículo 17, damos un 
incentivo para que se pasen a nominativas. Ahora bien, pasar el incentivo a nominativas no es cambiar 
toda la ley de las nominativas, ni todo el derecho de receso. Además, en todo caso habría que 
establecer un plazo porque la ley tiene un efecto. De pronto, se podría decir que 75% es mucho, 
entonces, habría que conversar para que fuera menor y esperar a ver cómo se va transitando. En 
cuanto a quitarle el derecho a las minorías, me parece que no era el propósito de la ley modificar las 
cláusulas de receso. 


SEÑOR MAILHOS.- Entiendo que es un tema discutible. No venimos acá a defender el derecho de las 
mayorías y debe quedar en claro; lo que venimos a defender es que el cumplimiento del requisito 
formal es una decisión que muchas veces puede tener implicancias en las mayorías y en las minorías 
en todas las sociedades, entonces, entendemos que no se debería crear un problema adicional. 


Otro aspecto que nos preocupa —que quizás obedezca a la técnica legislativa de las 
remisiones—- es el contenido en el artículo 21 de este proyecto de ley porque consideramos que se 
continúa flexibilizando el secreto profesional bancario que, a nuestro juicio, excede la materia objeto de 
esta regulación. 


Nuestra última preocupación, está referida al artículo 25 que establece el plazo de vigencia a 
partir del primer día del mes siguiente de la promulgación. Creemos que aquí no hay un problema de 


retroactividad porque esta Comisión ya trató este punto y centró justamente la discusión, pero nos 
parece que debería haber alguna constancia expresa en cuanto a que la administración fiscal, en 
aplicación de esta normativa y sin que lo justifiquen las causas de la investigación, no puede 
proporcionar datos del pasado. Consideramos que eso quitaría cierto margen de incertidumbre que hoy 
tienen los operadores. 


SEÑOR MICHELINI.- Quizás se podría hacer en un artículo aditivo. 


SEÑOR MAILHOS.- Una posibilidad sería dejarlo claramente establecido en el propio artículo 25 por 
medio de una mención, ya que eso permitiría quitar ciertas cosquillas que sienten algunos agentes. 
Reitero que me consta que esta Comisión ha analizado este tema en profundidad y con justeza, pero 
eso no es lo que se trasunta hacia afuera. Entonces, en aras de la tranquilidad de los operadores, sería 
muy conveniente hacer una aclaración en ese sentido. 


SEÑOR ABREU.- Quizás se podría modificar la redacción y que el artículo dijera: “Las disposiciones 
de la presente ley no tendrán efecto retroactivo y regirán a partir del primer día del mes siguiente a su 
promulgación”. Considero que el hecho de dejar claro que las disposiciones no tendrán efecto 
retroactivo nos podría ayudar también en cuanto a interpretaciones que se puedan hacer fuera de 
nuestro país. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que puede ser muy útil que se acerquen distintas redacciones. 


Respecto al artículo 22 —aclaro que también hice este planteo a los representantes del 
Ministerio- me parece que se puede generar una confusión en el sentido de que se entienda que 
estamos hablando de todas las sociedades comerciales. En consecuencia, planteamos al Ministerio la 
posibilidad de agregar un inciso segundo que deje claro que no se incluye a las nominativas. De lo 
contrario, se podría pensar que el artículo tiene carácter general. Alguien podría decir que esto es para 
las acciones al portador y que el artículo 17 se mete en las nominativas, lo que podría generar una 
confusión. No estoy diciendo que el artículo esté mal pero quisiera saber si quienes nos visitan 
comparten esta percepción. En lo personal, entiendo que habría que buscar una solución a esto y, en 
ese sentido, quizás se podría agregar un inciso adicional para que el tema quede más claro. Quizás 
algunas de las inquietudes que el Ministerio está enviando ahora recogen alguna de estas dudas. 


SEÑOR MAILHOS.- Agradezco este intercambio y como dije al iniciar mi exposición, la Cámara ha 
seguido con mucha atención los vaivenes de este proyecto de ley que involucra temas sensibles para 
el país y para los comerciantes y empresarios. Los aportes efectuados en esta sala solo pretenden 
mejorar este proyecto de ley y también las condiciones de aplicación en la práctica. 


SEÑOR LOMBARDI.- La Cámara de Comercio dejará por escrito su opinión acerca de este proyecto 
de ley, basándose en el texto aprobado el 17 de mayo por la Cámara de Representantes, y en las 
versiones taquigráficas de esta Comisión de Hacienda del 7 de junio. Por último, les agradecemos 
nuevamente que nos hayan recibido en la mañana de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros somos los agradecidos. 


SEÑOR ABREU.- Antes de que se retire la delegación, me gustaría que el doctor Mailhos nos explicara 
cuál es la propuesta de la Cámara respecto al registro. Según entiendo, el motivo radica en la 
necesidad de que se unifique el registro en la Auditoría General de la Nación. ¿Eso es suficiente? 
Adelanto que estoy dispuesto a acompañar la propuesta. 


SEÑOR MAILHOS..- El motivo es no dispersar las competencias. 


La experiencia práctica nos indica que la mayoría de las veces, la coordinación entre los 
organismos públicos genera dificultades para los agentes privados. Nosotros no encontramos una 
razón real para que intervenga el Banco Central del Uruguay. A nuestro parecer, esta no es una 
competencia natural bancocentralista. En ese sentido, la Auditoría Interna de la Nación tiene una 
competencia específica que analiza los balances y un expertise en la convivencia e interacción con las 


sociedades. Por estos motivos, nos resulta más natural que lo realice la Auditoría Interna de la Nación 
y no el Banco Central que, de por sí, tiene más competencias y actividades. 


También creemos que sería bueno que el registro y la eventual sanción la haga el mismo 
organismo, por la economía de la información. Además, por tratarse de un tema sensible, que involucra 
secretos e información importante de las personas y de las empresas, no estamos de acuerdo que esté 
deambulando por un lado u otro porque puede generar más complicaciones. Insisto, en ningún lado 
hemos visto una justificación adecuada sobre el porqué de la participación del Banco Central en esta 
materia; reitero, para nosotros es ajeno al mismo y a sus competencias naturales. Nosotros pensamos 
que el país debería centralizarse en focalizarlo en aquellos organismos con experiencia en el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasaremos a un cuarto intermedio para despedir a la delegación y leer las 
modificaciones enviadas por el Poder Ejecutivo. 


(Se retira de Sala la delegación de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios) 


Si los señores Senadores están de acuerdo, comenzaríamos con el estudio del articulado. Se 
han agotado las audiencias, aunque no puedo decir lo mismo respecto a los Mensajes del Poder 
Ejecutivo porque ha llegado uno más, aunque no presenta cambios de gran entidad. 


En consideración el artículo 1.*. 


Con relación a este artículo tenemos la redacción aprobada por la Cámara de Representantes 
y no hay sugerencias del Poder Ejecutivo, aunque sí las hay del doctor Olivera que, si me permiten, 
creo que son muy pertinentes porque me parecen exageradas las condiciones que se solicitan al 
tenedor, custodio, o mandatario, aunque está bien que sí se las pidan a los titulares. Entonces, él 
propone —y así lo explicó- que eso se exija al tenedor, custodio, o mandatario con facultades de 
administración o disposición de las participaciones patrimoniales con iguales facultades al titular. 


Reitero: el doctor Olivera propone que la exigencia de los datos que permiten la identificación 
como titulares de las acciones, títulos y demás participaciones patrimoniales al portador, también sea 
requerida al tenedor, custodio, o mandatario que tenga iguales facultades de administración o 
disposiciones de las participaciones patrimoniales que el titular. Ahora, si son meros mandatarios o 
custodios no se les debería exigir porque es complicar y burocratizar la acción. Esa fue la 
fundamentación brindada por el doctor Olivera. 


SEÑOR MICHELINI.- No tenemos problema en aprobar el artículo 1. tal como viene de la Cámara de 
Representantes con la modificación que plantea el doctor Olivera. No vemos ningún inconveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1.2 con el agregado 
propuesto por el doctor Olivera en el literal A) que expresa: “con facultades de administración y 
disposición de las participaciones patrimoniales con iguales facultades que su titular”. 


(Se vota:) 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR ABREU.- Continuando con el tema y de acuerdo a lo conversado con la visita que recibimos 
anteriormente, quiero decir lo siguiente. 


El artículo 1.” establece la obligatoriedad de informar y dice que los titulares de participaciones 
patrimoniales deberán informar a la entidad emisora, con destino al Banco Central del Uruguay. Si no 


me equivoco la propuesta que plantearon era que las funciones se centralizaran en la Auditoría Interna 
de la Nación y no en el Banco Central del Uruguay. Yo participo de esa misma opinión; entiendo que 
estamos duplicando una cantidad de registros de información de especial sensibilidad que ya dispersa 
no solo las competencias institucionales, sino también el manejo de información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer el siguiente planteo. 


Quizás, los Senadores oficialistas tengan que hacer consultas al Ministerio de Economía y 
Finanzas respecto a algunas de las modificaciones que hoy se aprueben y, por otro lado, los 
integrantes del Partido Nacional hagamos lo propio en nuestra Bancada respecto al tema del Banco 
Central del Uruguay. Mientras tanto, propongo que sigamos avanzando en la consideración de este 
proyecto de ley; lo sugerido es un cambio importante. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que el Gobierno y la oposición tienen bastantes complicaciones como para 
que algo que se aceptó en la Cámara de Representantes nada más y nada menos que con la 
participación del Partido Nacional ahora lo echemos atrás sin consulta y sin que este partido haga un 
planteo más formal al respecto. Aclaro que esto no lo hacemos por convicción, sino por los acuerdos 
que se hicieron, que no los vamos a echar para atrás. Por lo tanto, acompaño el planteamiento 
realizado por el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Precisamente, eso era lo que estábamos proponiendo. 


(Dialogados) 


Por ahora vamos a dejar la mención al Banco Central del Uruguay; luego veremos si la 
eliminamos. 


En consideración el artículo 2.*. 


Con relación a esta disposición, tenemos el texto aprobado por la Cámara de 
Representantes y algunas modificaciones de menor entidad propuestas por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MICHELINI.- Si no me equivoco, creo que estas modificaciones surgieron a nivel de la propia 
Secretaría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Senador, fueron a propuesta del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MICHELINI.- Entonces, la modificación sugerida está contemplada en el inciso final del 
artículo y consistía en cambiar el término “penúltimo” por “último”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es cierto. Recuerdo que el error se cometió en la Cámara de Representantes, 
fue advertido por la Secretaría de la Comisión y corregido luego por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ABREU.- Como los señores Senadores sabrán, a veces me preocupan las redacciones. En la 
presente disposición se dice: “Igual obligación de información que la establecida en el artículo anterior 
tendrán los titulares de participaciones patrimoniales en entidades no residentes, siempre que tales 
entidades cumplan alguna de las siguientes condiciones:”. Me permito proponer que, luego de la 
expresión “tales entidades”, se agreguen dos puntos porque las condiciones ya están establecidas. 
Realizo este planteamiento porque el hecho de establecer “siempre que tales entidades cumplan 
algunas de las siguientes condiciones: A) Actúen en territorio nacional”, etcétera y “B) Radiquen en 
territorio nacional”, etcétera, no tiene ilación gramatical. Las condiciones están claramente definidas en 
los literales A) y B). Entonces, a los efectos de clarificar la redacción, propongo que en el acápite del 


artículo 2. se exprese: “entidades no residentes, siempre que tales entidades: A) Actúen en territorio 
nacional”, y continúe la redacción. 


Con respecto al inciso final del artículo, propongo empezar siempre por el sujeto, tal como 
me lo han enseñado: sujeto, verbo y predicado. En este caso, la disposición debería establecer: “Los 
propietarios de cuotas de participación en fondos de inversión del exterior, cuyos administradores sean 
residentes en territorio nacional, en todos los casos quedarán obligados”. 


SEÑOR RUBIO.- Entonces, la modificación estaría apuntando al sujeto, verbo y predicado, y la 
redacción quedaría de la siguiente manera: “Los propietarios de cuotas de participación en fondos de 
inversión del exterior, cuyos administradores sean residentes en territorio nacional, en todos los casos 
quedarán obligados”. 


SEÑOR ABREU.- En función de que no estuve presente en la sesión en la que se abordó el tema, me 
gustaría saber el alcance del término “Radiquen”. ¿Acaso quiere decir residencia, radicación, 
establecimiento? ¿Qué explicación jurídica se dio al alcance del término? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a ese punto, se dijo que la sede está radicada en el Uruguay. 


De todas formas, pienso que debemos tener cuidado al modificar el acápite del artículo 
porque no se refiere a todas las condiciones y, por tanto, habría que especificarlas. Realizo este 
planteamiento porque, de acuerdo con la redacción propuesta por el señor Senador Abreu, las 
abarcaría a todas. 


SEÑOR ABREU.- ¿Y esa no es la intención del proyecto de ley? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si se cumple, una u otra, tiene la obligación de informar. 


SEÑOR ABREU.- Una cosa es desarrollar actividades en el territorio nacional y otra, radicarse. En 
caso de que se agregue que deben radicarse, sí corresponde, pero si son separadas considero que se 
deben cumplir algunas o, por lo menos, una de las condiciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, la redacción final de este artículo es la sugerida por el Poder 
Ejecutivo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR HEBER.- Quiero aclarar que no estoy votando a favor de este artículo y pido que se deje 
constancia también de mi voto negativo en el caso del artículo 1.*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que el resultado de la votación de los artículos 1.* y 2.? es: 6 en 
7. 


En consideración el artículo 3.*, que no presenta modificaciones del Poder Ejecutivo ni recibió 
objeciones de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay. Quiero recordar que estamos 
votando bajo la premisa ya señalada. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


—6 en 7. Afirmativa. 


SEÑOR ABREU.- Es importante que quede constancia de que la finalidad de la actividad del Banco 
Central es, por un lado, la custodia —que es un tema hasta físico— y, por otro, la, administración de la 
información, aspecto sobre el que me gustaría hacer la siguiente reflexión. 


Más allá de las limitaciones existentes sobre el secreto y la reserva, deberíamos ver, entre 
otras cosas, qué alcance puede tener la administración de la información en función de la competencia 
del propio Banco Central, sus gerentes y directores. No es que estemos atrás del secreto como algo 
que debemos preservar hasta cierta aproximación espuria, sino que el mecanismo que debe haber 
sobre estos temas debe asegurar, por lo menos, la discreción. Considero que debemos poner 
limitaciones a la administración de la información, sobre todo atendiendo a que se trata de un 
organismo que no necesariamente tiene competencia desde ese punto de vista y a que puede 
convertirse en un tema muy complicado porque —-como me enseñó mi señora— lo que saben dos, lo 
sabe todo el mundo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero abrir un paréntesis en el tratamiento de los artículos para referirme a 
algo que debí puntualizar antes. 


La semana pasada los señores Senadores Michelini y Tajam me plantearon la intención de la 
bancada oficialista de aprobar el proyecto de ley en el mes de junio, a lo que respondí que, 
personalmente, no me merecía objeciones porque tengo la impresión de que se generó una gran 
incertidumbre en el mercado como consecuencia de esta iniciativa. Por tanto, a esta altura de los 
acontecimientos, más vale que se apruebe el proyecto de ley a que siga esta discusión. Además, 
prefiero que su sanción se produzca antes de que se apruebe el Tratado porque tengo toda la 
impresión de que la ley puede ser una válvula de escape o, por lo menos, una forma de aclarar los 
alcances de un Tratado muy importante que, a mi juicio, perjudica los intereses del país. 


SEÑOR MICHELINI.- Sin generar polémica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Senador; quiero señalarlo porque voy a votar en contra de esta 
iniciativa en general. Si estoy votando a favor de algunos artículos y realizando aportes, es con la 
intención de mejorarla. 


Aclaro también que he recibido visitas de agentes económicos vinculados directamente al 
proyecto de ley, a los que planteé la posibilidad de abrir una instancia de negociación informal porque 
habíamos tenido una conversación con el señor Ministro de Economía y Finanzas en ese sentido. La 
respuesta que he encontrado de parte de los agentes económicos es de tanta preocupación por este 
tema que está en el tapete, que —como sentencia el dicho- nos han expresado: "Más vale malo 
conocido que bueno por conocer". Es decir, no quieren entrar en una negociación y tampoco modificar 
el proyecto de ley. 


Hay dos interpretaciones que hoy están complicando el mercado. Una de ellas, es que se 
eliminan definitivamente las sociedades anónimas al portador como titulares de bienes en el Uruguay — 
o por lo menos pasan a estar obligadas por este régimen— y, otra -que parece la más adecuada, 
aunque será el Poder Ejecutivo quien tendrá que velar por su fiel cumplimiento— que coincide con lo 
que acabamos de votar: si una sociedad no es nacional, no tiene su oficina o sede en el Uruguay ni 
ejerce actividad en el país, no está comprendida por los alcances de este proyecto de ley. Entonces, 
ahí se abre esa válvula de escape que puede llevar tranquilidad al mercado, sobre todo en el tema 
relativo a la retroactividad. 


Hago esta aclaración porque con ese ánimo acompaño la iniciativa y, además, porque me 
consta que, como dijo el señor Ministro cuando concurrió a esta Comisión, se espera que este proyecto 


de ley esté sancionado antes de mediados de julio, que es cuando se debe comparecer nuevamente 
ante el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información en Materia Tributaria. 


Pido disculpas por este paréntesis, que quizás podría haber realizado antes, pero esa es la 
realidad, por lo menos desde mi punto de vista. 


En consideración el artículo 4.%, “Cometidos de la Auditoría Interna de la Nación”. 


En este caso, se realiza una modificación al literal D) y hay una objeción formulada por la 
Cámara Nacional de Comercio y Servicios con respecto a que se violaría o dejaría de existir el secreto 
—no el bancario— en tanto la Dirección General Impositiva debería comunicar incumplimientos, a los 
que precisamente accede como consecuencia del secreto. Parecería de recibo, pues, la objeción —por 
lo menos a juicio de quien habla— y sería conveniente mantener la redacción que viene de la Cámara 
de Representantes. 


SEÑOR MICHELINI.- Solicito que se ponga en consideración el artículo 4.2 enviado hace unos minutos 
por el Ministerio de Economía y Finanzas porque, a nuestro entender, deja en claro —de otro modo, 
habría una duda- si el Banco Central podría dar la información, teniendo en cuenta que se genera todo 
un enredo en ese sentido. Al respecto, compartimos la preocupación del señor Senador Abreu, pero en 
la medida en que por ahora el Banco Central está —y seguramente estará—, se debería agregar ese 
inciso final, que dice: “A los efectos del cumplimiento de lo dispuesto precedentemente, podrá recabar 
del Banco Central del Uruguay la información pertinente”. 


También se propone un agregado en el literal C). En definitiva, este texto modifica el aprobado 
por la Cámara de Representantes y el enviado por el Poder Ejecutivo hace una semana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, corresponde votar el artículo 4." 
en la redacción del Poder Ejecutivo enviada a la Comisión en el día de hoy. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 5.*. 


A este respecto hay una propuesta del doctor Olivera consistente en agregar un segundo 
inciso sobre la obligación de guardar secreto. 


SEÑOR MICHELINI.- Este es uno de los temas sobre los que creo que la bancada oficialista debería 
consultar, al igual que el Partido Nacional realizará las suyas. 


Preferimos votar el artículo tal como fue enviado por el Poder Ejecutivo en su última versión, 
cuya corrección fue que estaba mal escrito el nombre de la Junta de Transparencia y Ética Pública; 
luego realizaríamos la consulta al doctor Olivera. En todo caso, esta corrección se deberá hacer en el 
Pleno o tal vez podamos compartirla —en caso de que haya otra reunión de esta Comisión antes de que 
el proyecto de ley sea elevado al Cuerpo— cuando se trate el tema relativo al Sistema Nacional 
Integrado de Salud. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, la Mesa solicita que también se realice la consulta sobre el literal 
C) del artículo 5.*. A mi juicio, no se puede exigir a la Justicia una “resolución fundada”; debería decir 
“por resolución de la Justicia Penal” o “de la Justicia competente” si estuviera en juego una obligación 
alimentaria. No podemos exigir a la Justicia resolución fundada, porque significaría que alguien estaría 
en condiciones de juzgar sus decisiones. 


SEÑOR ABREU..- El inciso segundo del artículo 5.”, dice: “El acceso a la misma estará restringido a los 
siguientes organismos:” y su literal C) comienza expresando: “Por resolución fundada de la Justicia 
Penal...”. No es correcto; debería decir: “a la Justicia Penal competente” o “a la Justicia Penal o 
competente si estuviera en juego una obligación alimentaria”. 


La presentación a la Justicia por razones de obligación alimentaria o a la Justicia Penal, 
constituye una de las viejas y tradicionales excepciones que tiene el secreto bancario. Por un lado, está 
la obligación alimentaria y, por otro, la resolución de la Justicia Penal, que no tiene por qué fundar, sino 
decir: “En función de que estoy actuando en estas condiciones, pido tal cosa”. La resolución de la 
Justicia Penal no puede ser analizada por quien recibe la información porque, en ese caso, se 
comenzaría a actuar en sustitución de la Justicia aduciendo que su resolución no está bien fundada. 


SEÑOR MICHELINI.- Tampoco queremos que esto sea algo muy fácil para los Jueces y que comience 
a ser una cuestión de pesca. Es decir que ante una determinada situación, se envía una resolución de 
todos los integrantes de ese caso porque, en definitiva, no se debe dar cuenta a nadie. Tal vez no sea 
lo correcto, pero lo que se pretende es dar una garantía adicional para que los Jueces no empiecen por 
una cuestión de pesca y que esa información sea manejada por más gente. Realizaremos la consulta 
pertinente desde una perspectiva más garantista y no —por más que no queremos limitar los poderes 
de los Jueces— de tanta liviandad. Queremos que se tome conciencia de que la información que se 
solicita es reservada. Si pecamos, lo haremos desde esa perspectiva y no basándonos en que esa 
información se puede manejar libremente sin dar explicaciones a nadie. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El objetivo se entiende perfectamente. La intención del proyecto de ley es 
que la Justicia Civil no pueda levantar el secreto, pero se encuentra una excepción que son las 
obligaciones alimentarias. La otra excepción es que sea la Justicia Penal. Creo que el error que se 
cometió fue establecer que la resolución fuera “fundada”. 


SEÑOR ABREU..- El receptor de la información puede comenzar a analizar cuál es el fundamento que 
la Justicia Penal invoca para solicitar esa información. De todos modos, no veo que exista posibilidad 
de que un organismo le diga a la Justicia Penal que no le va a dar la información porque está 
equivocada. Comprendo el concepto que mencionaba el Senador Michelini en cuanto a “la pesca”, pero 
este es el sistema actual que viene actuando desde hace mucho. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que también en el secreto bancario la Justicia debe “fundar” la resolución. 
Si no me equivoco, la redacción es la misma que para el caso del secreto bancario, lo que no significa 
que esté bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está mal. 
Se va a votar el artículo 5.*. 
(Se vota:) 
-4 en 7. Afirmativa. 


Con respecto a este artículo, se realizarán las consultas relativas al literal C), la consulta con 
el doctor Olivera y lo relacionado con el Banco Central. 


En consideración el artículo 6.*. 


Aquí tenemos unas modificaciones propuestas por el Poder Ejecutivo, que son las siguientes. 
El literal B) del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes dice, al comienzo: “El 
monto total del patrimonio” y la propuesta del Poder Ejecutivo es que establezca: “El monto total del 
capital integrado o su equivalente del patrimonio según corresponda”. 


La otra modificación estaría también en el literal B), pero más adelante, y diría: *...y la 
participación que en la entidad pertenezca a cada uno de los accionistas, socios o partícipes.”, en lugar 


de: *...y la participación que corresponda a cada uno de los accionistas, socios o partícipes.”, que era 
la redacción aprobada por la Cámara de Representantes. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 6.* con la redacción propuesta por el 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


(Se vota:) 
-5en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 7.*. 


El Ministerio de Economía y Finanzas sugiere una modificación a este artículo, que se 
corresponde con el artículo que acabamos de votar. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 7.*. 
(Se vota:) 

-5 en 7. Afirmativa. 

En consideración el artículo 8.”. 


En este artículo no se introdujeron modificaciones, pero sí se plantearon objeciones en 
cuanto a las sanciones, aunque en realidad estaban referidas al artículo 9.%, que sanciona a las 
entidades y a sus representantes y no a los titulares. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-4 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 9.*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 7. Afirmativa. 

En consideración el artículo 10, relativo a la solidaridad de los adquirentes de los títulos. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-4 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 11. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
-4 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 12. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 13. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 14. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 15. 


Con respecto a este artículo recibimos la opinión del Presidente de la Bolsa de Valores, quien 
solicitó que estuvieran excluidos de este régimen los que emiten títulos de oferta pública. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 16. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 17. 


En el día de hoy se propuso una modificación a este artículo. 


SEÑOR MICHELINI.- Quienes nos visitaron en la mañana de hoy plantearon dos modificaciones, una 
en el literal B) y otra vinculada al derecho de receso. 


En cuanto al literal B), llegó una propuesta del Poder Ejecutivo —nosotros lo habíamos 
planteado— en el sentido de que la entidad declare que no existen sanciones porque el trámite debería 
ser fácil, y en caso de que sí existieran deberían ser corregidas cuando el trámite se regularizara. Si 
bien puede parecer que esto es un detalle menor, no lo es y creemos que de esta forma se recogen 
todas las inquietudes. Por lo tanto, estaríamos votando la propuesta del Poder Ejecutivo que se 
repartió hace unos minutos. 


En lo que tiene que ver con el receso, entiendo que es algo más profundo con relación al 
tema de las minorías y que si lo despejamos habría que analizarlo en el tiempo que queda hasta que 
esta iniciativa ingrese a la consideración del Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero proponer una redacción alternativa del último inciso para que sea 
considerada por los integrantes de la Comisión. El mismo diría: “Cuando la resolución que disponga la 
reforma de estatutos sociales se realice en cumplimiento de las obligaciones que establece la presente 
ley, no corresponderá en ningún caso el derecho a receso.” 


SEÑOR MICHELINI.- Las obligaciones del proyecto de ley no son para que las acciones al portador se 
pasen a nominativas, sino para que los titulares de las acciones al portador cumplan con el registro y 
con todo lo establecido. Entonces, si se cumple con el proyecto de ley, las acciones no pasarán a ser 
nominativas. Básicamente, en este proyecto de ley hay un artículo que facilita pasar las acciones al 
portador a nominativas, si no se quiere cumplir con la norma. El razonamiento que hago es al revés. El 
artículo 17 permite que si no se quiere cumplir con estas obligaciones porque se produce un cambio de 
reglas, las acciones se transforman en nominativas para facilitar las cosas porque puede haber un 
aluvión. Si esto ocurre, la minoría tiene el derecho a receso que, en mi opinión, no corresponde que se 
quite. Tendríamos que conversar sobre la posibilidad de plantear un porcentaje distinto; también lo 
analizaríamos en el seno de la Bancada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que no. Pienso que sería muy injusto hablar de porcentajes. ¿Qué tiene 
que ver que lo disponga el 51%, el 75% o el 98%? Se trata de proteger el derecho de la minoría, si la 
sociedad cambia las reglas de juego, para otorgarle el derecho al receso. Ahora, si la sociedad cambia 
las reglas de juego porque está obligada por la ley, entonces no existe el derecho al receso y hay que 
cambiarlas sí o sí. Sin embargo, si la sociedad decide no cumplir con las obligaciones de la ley y 
transformar sus acciones en nominativas, el derecho a receso deberá existir sin porcentaje, porque no 
hay razón para aplicar una mayoría. Ahí es donde se está perjudicando los derechos de la minoría. La 
redacción que propongo es que si se cumple con las obligaciones establecidas en la ley, el derecho a 
receso desaparece, pero en caso de no cumplimiento, se mantiene la legislación vigente. En este 
sentido, haremos las consultas. 


SEÑOR TAJAM..- ¿Este un agregado? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Senador Tajam, mi propuesta es que el último inciso establezca: 
“Cuando la resolución que disponga la reforma de estatutos sociales se realice en cumplimiento de las 
obligaciones que establece la presente ley, desaparecerá el derecho a receso.” 


SEÑOR ABREU.- Pero existirá en cualquier otra circunstancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En los otros casos la legislación vigente establecerá si existe el derecho a 
receso o no, y en qué casos. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que deberíamos analizar la posibilidad de establecer un plazo porque, tal 
vez, dentro de dos años alguien podría invocar que hizo tal cosa en cumplimiento de una ley que, en 
realidad, habría sido votada hace dos años. No sé si soy claro con el ejemplo. Pero siguiendo el 
razonamiento del señor Presidente aunque no lo comparto—, si hay una nueva ley y hay alguien que 
en los próximos tres meses siente que le cambiaron las reglas de juego, puede optar y no hay derecho 
a receso. Entonces, si después de los tres meses optó por las acciones nominativas y pierde el 
derecho a receso o si se pasó a este tipo de obligaciones, no puede venir dentro de tres años a decir 


que se va a cambiar porque las reglas de juego son otras. No es que esté de acuerdo con esto, pero 
creo que habría que poner un plazo al razonamiento del señor Presidente. Creo que debemos pasar a 
votar, pero si nos acerca un texto podemos hacer las consultas pertinentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso que no corresponde fijar un plazo porque surge de la reglamentación — 
así se establece en algunos pasajes de este el proyecto de ley— y cuando se apruebe esta iniciativa 
todas las sociedades anónimas al portador no van a tener la libertad de decidir, sino que tendrán que 
tomar una definición. Algunas cumplirán con las obligaciones, en cuyo caso caerá el derecho a receso, 
y las otras, para no cumplir con las obligaciones a las que el Poder Ejecutivo les fijará un plazo, 
evidentemente tendrán que optar por el camino de transformarse en nominativas; es para estos casos 
como decíamos con el señor Senador Abreu- que tiene que existir el derecho a receso. Por tanto, 
señor Senador Michelini, creo que no corresponde fijar un plazo, pero podemos hacer las consultas 
pertinentes. 


SEÑOR ABREU.- En este tipo de legislación, el hecho de ingresar en la casuística o en aspectos muy 
puntuales puede incentivar una cantidad de decisiones internas dentro de la sociedad, entre ellas, el 
vencimiento de los plazos, por lo que preferiría que el criterio fuera de carácter general. Lo he visto en 
la actividad normal: la relación entre mayorías y minorías generalmente no es de gran armonía; 
entonces, cuando establezcamos los plazos seguramente habrá quien diga “vamos a esperar hasta el 
último día”. Algo de esto he visto —reitero- y además, de alguna manera, la minoría siempre debe 
gozar de una cierta protección, aunque no digo que tenga que ser de privilegio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 17. 
(Se vota:) 
4 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 18, que establece “escriturales” además de “nominativas”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 19. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 7. Afirmativa. 


En consideración el artículo 20, que incorpora los fideicomisos y los fondos de inversión al 
sistema. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 7. Afirmativa. 


En consideración el artículo 21. 


Sin perjuicio de las consideraciones que en contra de esta disposición han hecho algunos 
invitados, Secretaría informa que habría que agregar que el artículo 28 de la Ley N.* 16.774 a que se 
hace referencia, fue modificado por el artículo 5. de la Ley N.* 17.202, de 24 de setiembre de 1999. 
Por lo tanto, habría que agregar la frase: “en la redacción dada por el artículo 5.* de la Ley N.* 17.202, 
de 24 de setiembre de 1999”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

4 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 22. 


SEÑOR MICHELINI.- Hace unos minutos el Poder Ejecutivo envió una nueva redacción —que planteé 
cuando estaba la delegación— porque quizá la que fue aprobada en la Cámara de Representantes 
podría ser malinterpretada, considerándose a este artículo como de carácter general y referido a todas 
las sociedades comerciales. Esto fue planteado en su oportunidad, y por esa razón trasmití la 
inquietud. Es así que el Poder Ejecutivo sugiere agregar un inciso final que exprese: “No se encuentran 
comprendidas en la presente disposición las participaciones sociales representadas por acción”. Si 
bien solo es un detalle, puede evitar futuras complicaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo con la modificación 
enviada por el Poder Ejecutivo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

4 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 23. 


El Poder Ejecutivo sugiere establecer en diez años el término de conservación de los libros de 
comercio. Según señala el señor Senador Tajam, se reduce a diez años el plazo del Código de 
Comercio. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—4 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 24. 


Si bien esta disposición no contiene modificaciones, Secretaría informa que el artículo 97 Bis 
de la Ley N.* 16.060 fue modificado por el artículo 500 de la Ley N.” 18.362, por lo que habría que 
agregar: “en la redacción dada por el artículo 500 de la Ley N.* 18.362, de 6 de octubre de 2008”. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: no entiendo cuál es el sentido de este artículo y tampoco recuerdo 
la discusión que se dio en torno a él. Quizás se me pueda ayudar a una mejor comprensión en lo que 
respecta al registro de los estados contables de todas las sociedades. 


¿Acaso no estamos hablando de las sociedades anónimas al portador? Entonces, ¿cuál es 
el sentido de incluir este artículo? ¿Hay alguna omisión, algún faltante?  Planteo la inquietud, 


simplemente, para comprender el alcance del artículo porque no creo que esté encuadrado dentro 
del proyecto de ley. 


Quizá se descubrió que existe la necesidad de registrar los estados contables de las 
sociedades comerciales, las asociaciones agrarias, los fideicomisos y fondos de inversión, que no 
están sometidos a regulación por parte del Banco Central del Uruguay. ¿Se haría esto para investigar, 
O para controlar que haya capitales del narcotráfico? Como no soy experto en la materia, me gustaría 
entender un poco el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El oficialismo consultará al Gobierno y evacuará su inquietud. 
SEÑOR HEBER.- Entonces, ¿está prevista otra sesión de la Comisión para aclarar todas las dudas? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que no, señor Senador; las dudas se despejarán en el Plenario. Además, 
conviene recordar que estamos a la espera de respuestas del Gobierno sobre otros temas; y el 
oficialismo, por su parte, está en igual situación respecto al Partido Nacional. 


(Dialogados) 


SEÑOR MICHELINI.- Después de leer varias veces el artículo, puedo decir al señor Senador Heber lo 
que se desprende de él: que todas aquellas entidades, cuyos estados contables no están registrados — 
en la medida en que a partir de determinado monto de unidades indexadas, se necesita esa 
información-, tienen la obligación de proceder a su registro. Seguramente, esto apunta al objetivo de 
brindar información adecuada y correspondiente. De todas maneras, realizaremos las consultas 
pertinentes. 


SEÑOR HEBER.- No se trata de sociedades anónimas al portador. 


SEÑOR MICHELINI.- No, pero varias de las modificaciones remitidas por el Poder Ejecutivo están 
vinculadas al fideicomiso y a los fondos de inversión. 


Vuelvo a decir al señor Senador que recabaremos más información y se la haremos llegar. 
SEÑOR HEBER.- Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 24. 
(Se vota:) 

4 en 7. Afirmativa. 

En consideración el artículo 25. 


Cabe señalar que se han expuesto todo tipo de dudas sobre la vigencia de la norma. En tal 
sentido, proponemos que quien sea designado Miembro Informante realice las consultas pertinentes, 
salvo que la Bancada oficialista decida votar el artículo tal como está. 


SEÑOR MICHELINI.- En todas las circunstancias ha quedado claro que la norma tendrá vigencia a 
partir de su promulgación y no hacia atrás, pero igual haremos las consultas del caso. Creemos que 
muchas de las inquietudes son sobreabundantes pero, como suele decirse, algunas cosas que 
sobreabundan no hacen a la letra, sino al espíritu. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 25. 
(Se vota:) 

4 en 7. Afirmativa. 

Corresponde designar al Miembro Informante del proyecto de ley. 
SEÑOR TAJAM.- Propongo al señor Senador Michelini. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se designa al señor Senador 
Michelini como Miembro Informante del proyecto de ley. 


(Se vota:) 
—6 en 7. Afirmativa. 


Consulto al señor Senador Michelini sobre cuándo tendríamos la posibilidad de hacer un 
intercambio de ideas para arribar a una redacción definitiva. 


SEÑOR MICHELINI.- Podríamos reunirnos el lunes por nuestro lado, el martes lo trataríamos en la 
Comisión y el miércoles lo consideraríamos en el Senado, junto con el proyecto de ley relativo a los 
jubilados y al Fonasa. Este se trataría el día jueves en la Cámara de Representantes mientras que el 
proyecto de ley sobre Participaciones Patrimoniales al Portador se trataría en la primera semana de 
julio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que el martes va a sesionar la Comisión a la hora 10 para 
considerar, como primer punto del Orden del Día, el proyecto de ley que refiere a la incorporación de 
nuevos colectivos al Seguro Nacional de Salud, para lo cual vamos a invitar a los representantes de 
los Ministerios de Economía y Finanzas y de Salud Pública, y como segundo punto, el proyecto de ley 
sobre Participaciones Patrimoniales al Portador. 


SEÑORA SECRETARIA.- ¿Damos por aprobado este proyecto? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La iniciativa ya fue aprobada; el martes solamente vamos a recibir las 
respuestas a las consultas que se han formulado respecto al texto. 


SEÑOR MICHELINI.- En nuestro caso, tenemos la aspiración de brindar unos primeros avances el día 
lunes, de modo de que el martes ya estemos en condiciones de dar las respuestas completas. 


SEÑOR ABREU.- Me quiero referir a otro tema. En su momento, el Senado aprobó una prórroga 
para la prohibición de importación de camiones usados, entre otros elementos, por un año —y no por 
cuatro, como había propuesto la Cámara de Representantes— a la espera de que el Poder Ejecutivo 
definiera este tema. Ese plazo vence en poco tiempo y los miembros de la Comisión de Industria, 
Energía, Comercio, Turismo y Servicios estamos preocupados. Por lo tanto, creo que sería bueno que 
esta Comisión convoque a los Ministros de Economía y Finanzas y de Industria y Energía para que nos 
expliquen la política automotriz que va a seguir el país y en qué condiciones legales va a quedar el 
sistema de importación de este tipo de vehículos porque las prórrogas que se están realizando nos 
enfrentan a un vacío en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Senador Abreu y los demás miembros de la Comisión están de 
acuerdo, podríamos celebrar esa sesión el primer jueves de julio. 


SEÑOR ABREU.- Perfecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 59 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


